2008-00280-01

1

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, diecinueve de marzo de dos mil nueve 

Acta número 0017 del 19 de marzo de 2009
Siendo las cuatro y treinta minutos de la tarde de esta fecha, la Sala de Deci​sión Laboral del Tribunal Superior del Distri​to Judicial de Pereira, en asocio de la Secretaria, se constituye en au​diencia pública con el objeto de resolver la apelación de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, en el proceso ordinario instaurado por Euberto de Jesús Ospina Vásquez contra el Instituto de Seguros Sociales.
El proyecto de decisión final presentado por el ponente, tal como consta en el acta referenciada, fue discutido y aprobado por los demás integrantes de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Pretende el actor a través de apoderado judicial, se declare que tiene derecho a la pensión de invalidez de origen profesional que le fuera reconocida por la ARP del Instituto de Seguros Sociales, mediante Resoluciones 2218 de 1975 y 5064 de 1978; que como consecuencia de tal declaración, se condene al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y/o reintegrarle la pensión de invalidez a partir del 1° de abril de 2002, incluyendo mesadas adicionales y reajustes legales, así como los intereses moratorios al tenor del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y la correspondiente en costas a cargo del Instituto demando.
Pedimento que basa en los hechos que a continuación se sintetizan:
Mediante la Resolución 2218 de 1975 el Instituto de Seguros Sociales le concedió pensión de invalidez de origen profesional; por medio de la Resolución 5064 de 1978 se concedió al actor la referida prestación en forma definitiva; a través de la Resolución 000989 del 19 de marzo de 2002, el Instituto de Seguros Sociales le reconoció pensión de vejez, procediendo simultáneamente a suspender la pensión de invalidez; el 1° de agosto de 2007 solicitó el reintegro de la prestación suspendida, lo cual fue negado por medio de Oficio 28286 del 27 de septiembre de 2007.  

La demanda así presentada fue admitida por decisión del 28 de marzo de 2008, fl. 154, ordenando correrla en traslado a la demandada. 
En tiempo hábil, la accionada por intermedio de apoderada judicial, presentó escrito contestando la acción, fls. 156 a 160, aceptando el reconocimiento de la pensión de invalidez profesional de la cual fue objeto el accionante, que posteriormente le fue concedida la pensión de vejez, que la de invalidez le fue suspendida, la reclamación hecha por el actor y la respuesta negativa a la misma. Se opuso a las pretensiones de la demanda, manifestando que conforme al Decreto 3041 de 1966 la pensión de invalidez se convirtió en pensión de vejez, además existe prohibición legal respecto a la coexistencia de las dos prestaciones objeto del debate, de acuerdo al artículo 13, literal j de la Ley 100 de 1993 y a numerosa jurisprudencia emanada de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional. Excepcionó Cobro de lo no debido, Inexistencia de la obligación demandada, Incompatibilidad de pensiones y Prescripción. 
Convocados a audiencia para tal fin, se declaró superada la etapa de conciliación por no asistir tal ánimo a las partes, fl. 171. Agotadas otras etapas de la diligencia, el despacho se constituyó en primera audiencia de trámite decretando las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron practicadas en las restantes diligencias. 
Se instruyó en lo posible el proceso, se clausuró el período probatorio y se convocó para audiencia pública de juzgamiento el 2 de diciembre de 2008, fl. 311, donde se absolvió a la accionada de las pretensiones de la demanda, al considerar el a-quo que las pensiones de invalidez de origen profesional y la pensión de vejez son incompatibles, toda vez que ambas cumplen el mismo cometido, garantizar la subsistencia del pensionado; apoyó su decisión en pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral. Condenó en costas a la parte judicialmente vencida.
Inconforme con lo decidido el apoderado judicial de la parte demandante interpuso y allí mismo sustentó el recurso de apelación, fl. 320, manifestando que la sentencia no consulta las normas sobre las cuales se cimentaron las pretensiones de la demanda y que si bien se basó la decisión en sentencias de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ello no es obstáculo para tomar una posición distinta, más cuando los hechos no son idénticos. Afirma que se debe diferenciar la naturaleza de las pensiones reguladas por el Decreto 758 de 1990 y la establecida en los Decretos 3170 de 1964 y 1726 de 1965, aprobatorio del Acuerdo 155 de 1963, norma que estableció el derecho a la pensión de invalidez de origen profesional. Para la pensión de invalidez originada por riesgos profesionales, su regulación normativa en momento alguno plantea que esta se convierta en pensión de vejez, como al parecer lo interpreta el Juzgado, pues lo que dice el artículo 23 del Decreto 3170 de 1964, es que una vez el pensionado hubiere llegado a la edad de pensión de vejez, esa pensión de invalidez se convierte en vitalicia. Sostiene que no puede perderse de vista que el empleador cotiza de manera independiente para los riesgos originados en accidentes de trabajo y enfermedad profesional, recursos que deben ser administrados independientemente, y aunque es cierto que el Instituto de Seguros Sociales cumple la doble función de administradora de riesgos profesionales y fondo de pensiones contra las contingencias de invalidez, vejez y muerte de origen común, las fuentes de financiación son distintas. La pensión de vejez es compatible con la de invalidez proveniente de accidente de trabajo, pues cubren contingencias distintas, se nutren de distintas fuentes de financiación y están sujetas a reglamentación distinta y propia.
Verificado como está que no existen vicios que anulen el trámite se procede a desatar la revisión, previas las siguientes.
CONSIDERACIONES

Pretende el actor se le reconozca y/o reintegre la pensión de invalidez de origen profesional que le concediese el Instituto de Seguros Sociales, toda vez que considera que dicha prestación es compatible con la pensión de vejez que le concedió el mismo Instituto en el año 2002.

Pues bien, de tiempo atrás tiene sentada la Corte Suprema de Justicia su posición respecto a la compatibilidad entre las pensiones de invalidez de origen profesional y la pensión de vejez. Se refirió a ello el máximo Tribunal de la justicia ordinaria en el año 2002:

“Aclarado lo anterior, precisa la Corte que el Tribunal fundó su decisión en la sentencia de esta Sala de Casación del 16 de mayo de 2001 Rad. 15152, en la que como bien lo toma el fallo impugnado, se analizó un caso similar cuyo tema fue la incompatibilidad entre las pensiones de invalidez por riesgos profesionales y la de vejez a cargo del Instituto de Seguros Sociales; donde se asentó que en relación con el tema, “ya ha tenido oportunidad de pronunciarse en forma invariable esta Sala, en casos similares al presente, tales como las sentencias del 5 de noviembre de 1997 (rad. 9708), febrero 11 de 1998 (rad. 10217), marzo 30 de 1998 (rad. 10452), agosto 13 de 1999 (rad. 11926) y la del 2 de febrero de 2000 (rad. 12961)”; de la cual se transcribieron los apartes pertinentes.

“Bajo las tres modalidades de violación directa de la ley el recurrente sostiene que la pensión de vejez es compatible con la pensión de invalidez de origen profesional por incapacidad permanente parcial. Asume el recurrente que se trata de riesgos distintos, con diferente reglamentación, por lo que concluye que son compatibles.

“Como se verá en la sentencia que adelante se transcribe, la Corte ha concluido sobre ese particular de manera diferente: tanto la pensión de vejez como la de invalidez tienen la misma naturaleza y persiguen la misma finalidad. La situación es, pues, sustancialmente distinta a la del caso que estudió la Sala en su sentencia 11235 que el recurrente cita en su apoyo, en el cual se encontraron compatibles la pensión por incapacidad permanente total originada en la enfermedad profesional y la pensión por invalidez permanente total derivada de una enfermedad no profesional.

…

“La jurisprudencia que informa la sentencia del Tribunal, ha sido reiterada y no ha tenido variación (expedientes 10217 y 10893, por ejemplo). Dice la jurisprudencia:

‘En repetidas oportunidades la Corte ha dejado en claro que la pensión por incapacidad permanente parcial fue institucionalizada para cubrir proporcionalmente el daño en la salud que sufre el trabajador por causa de la labor desempeñada, derivado del accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, la cual se calculaba de acuerdo con el salario del trabajador, aplicando una tabla prefijada en la ley según la capacidad perdida, cuyo valor en la mayoría de los casos  equivalía al mínimo legal para la época, por lo que la pensión de invalidez permanente parcial era frecuentemente inferior al salario mínimo legal.

‘Para corregir los casos que resultaban inicuos, la Ley 71 de 1988 estableció que ninguna pensión pudiera ser inferior al mínimo legal vigente, poniendo fin a la proporcionalidad de la compensación económica, para cuando el perjuicio implicara a la vez pérdida parcial de la capacidad laboral, dándole así el carácter de prestación destinada a satisfacer la subsistencia plena del beneficiario y con un criterio más equitativo y de bienestar social; pero acabó con ello la  posibilidad de coexistencia de las pensiones de invalidez profesional y de vejez, porque ello obliga a entender que ambas cumplen la misma finalidad de protección al trabajador que sufre la disminución de su capacidad laboral por accidente de trabajo o enfermedad profesional, o por el paso inexorable de los años, para el caso de pensión de vejez, como bien lo asienta el Tribunal en el fallo impugnado.

‘Así las cosas, es forzoso concluir que el Instituto de Seguros Sociales al suspender el pago de la pensión de invalidez no vulneró ningún derecho adquirido, teniendo en cuenta que para ese momento el recurrente ya estaba devengando la pensión de vejez, instituida para facilitarle un modus vivendi de carácter económico a quienes ya no están en condiciones de proporcionárselo por su propia actividad personal; pensión cuyo objeto es compensar la disminución  o  pérdida de capacidad de ganancia, lo que significa que en ella quedó subsumida la pensión por incapacidad permanente parcial derivada del accidente de trabajo que sufrió el recurrente.

…

‘En la sentencia de 26 de agosto de 1997, reiterada en la de 14 de noviembre del mismo año, esta Sala de la Corte, a propósito de casos similares en que el Instituto de Seguros Sociales suspendió la pensión de invalidez por haber reconocido al mismo afiliado la pensión de vejez, precisó:

‘<... la Ley 90 de 1946, estatuto básico de la seguridad social, estableció el sistema de subrogación por el seguro social de las prestaciones que estaban a cargo del patrono, [y] consagró el principio de universalidad y unidad de las prestaciones  a cargo del seguro social.

‘Este principio regula el régimen de cotizaciones y el de reconocimiento de prestaciones que hace el seguro, de suerte que las normas generales de sus reglamentos han de ser interpretadas desde ese ángulo, con esa filosofía.

‘Ahora bien, si es cierto que los riesgos de invalidez y vejez tienen causas diferentes, también lo es que fueron instituidos con el propósito de atender la congrua subsistencia del trabajador imposibilitado para laborar por causa de enfermedad o de avanzada edad. Se concluye, entonces, que ambas clases de pensiones persiguen proteger al asegurado de la pérdida total o parcial de su capacidad de trabajo. 

‘Siendo esto así, las pensiones de invalidez y vejez resultan incompatibles como quiera que tienen como origen el trabajo y la cotización de una misma persona, dado lo cual su beneficio no es duplicable en forma de dos pensiones independientes. Así lo ha entendido la Corte y en sentencia de 12 de marzo de 1997, reiterativa de otras anteriores, dijo:

‘<Observa la Sala que de las sucintas motivaciones del Tribunal Superior, es dable desprender la inconsistencia jurídica denunciada en el ataque, dado que el ad-quem admite sin mayor explicación la viabilidad de que se perciba al propio tiempo la pensión de invalidez con la de jubilación, siendo que por regla general tal posibilidad se excluye en razón a la naturaleza misma de las prestaciones. Acerca de este tema la jurisprudencia ha explicado que en principio las pensiones de invalidez y de jubilación o de vejez resultan incompatibles en idéntica persona, por atender unas y otras la misma situación   del trabajador: la merma de su capacidad laboral, por obra de la invalidez o del avance de la edad biológica (ver por ejemplo el fallo de julio 25 de 1985, radicación 11.435)>. …” (
) (Subrayado nuestro)
 Más recientemente, en un caso prácticamente idéntico al que hoy ocupa nuestra atención, reiteró la Corte Suprema de Justicia su posición:

“De otro lado, razón le asiste a la oposición en cuanto afirma que la situación que acontece en el sub lite ya la tiene definida la jurisprudencia actual y vigente de la Corte, como se observa en la sentencia de casación del 4 de septiembre de 2007, radicación 30758, en la que al decidir precisamente sobre la incompatibilidad entre una pensión por incapacidad permanente parcial de origen profesional concedida en 1983 y una pensión de vejez otorgada en 1986, sostuvo lo siguiente:

“En primer término resulta oportuno precisar que en la normatividad vigente con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 100 de 1993, se consideraba inválido a quien sufriera una merma en la capacidad laboral de más del 20%. 

En sentencia de 21 de febrero de 1997, rad. N° 8983 sostuvo la Corte lo siguiente: 

“… antes de la Ley 100 de 1993 existía la norma que consideraba inválido a quien perdía más del veinte por ciento de su capacidad de trabajo, ya que así debe concluirse de lo dispuesto por el artículo 24 del Acuerdo 155 de 1963, aprobado por el Decreto 3170 de 1964. Por dicho acuerdo se expidió el Reglamento General del Seguro Social Obligatorio de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, y, por lo mismo, era esta normatividad la vigente para el año de 1987.  

“El texto del artículo 24 del Acuerdo 155 de 1963 era el siguiente:

‘El asegurado que quede con una incapacidad permanente parcial entre el 5 y el 20%, tendrá derecho a que se le pague en sustitución de la pensión una indemnización en capital equivalente a dos (2) anualidades de aquella. 

‘Las pensiones correspondientes a una reducción de capacidad de trabajo superior al 20%, no podrán pagarse en forma de capital (se subraya).

‘La incapacidad permanente parcial inferior al 5% no es indemnizable’.

“Los claros términos literales de la norma, que se repite era la vigente para cuando ocurrió el accidente de trabajo cuya causación no discute el recurrente, excusan a la Corte de cualquier comentario adicional e impiden una interpretación que se aparte de lo expresamente establecido en la disposición del Reglamento General del Seguro Social Obligatorio de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales”.

La prestación por incapacidad permanente parcial fue concedida al actor con arreglo a la preceptiva en comento, por lo que dichas conclusiones resultan aplicables en el sentido de que fue beneficiario de una pensión por invalidez.  

Así las cosas, la controversia jurídica del sub lite queda reducida a determinar la procedencia de la compatibilidad entre la pensión de invalidez por incapacidad permanente parcial de origen profesional con la pensión de vejez otorgada por el ISS.

Ha dicho la Corte en reiterada jurisprudencia, que en atención a que las prestaciones por invalidez de origen profesional y de vejez, tienen la misma finalidad esto es, cubrir el riesgo de pérdida de capacidad laboral, en el primer evento por un infortunio de origen profesional y en el segundo caso por el avance de la edad biológica, no resulta viable su disfrute en forma simultánea.

A partir de la expedición de la Ley 71 de 1988 que previó que ninguna pensión podía ser inferior al salario mínimo legal, se ha entendido que la pensión de invalidez por incapacidad permanente parcial perdió su naturaleza compensatoria proporcional imprimiéndole el carácter de prestación encaminada a satisfacer la subsistencia plena del beneficiario, por lo que la coexistencia de dicha pensión con la de vejez habría perdido su razón de ser por tener en últimas la misma finalidad protectora”.

Lo anterior significa que cuando procede el otorgamiento de la pensión de vejez, a quien se le viene reconociendo una prestación por invalidez de origen profesional como es aquí el caso, resulta menester suspender el pago de una de ellas por ser incompatibles (la que sea menos favorable), sin que por ello pueda predicarse desconocimiento de derechos adquiridos sino simplemente la satisfacción del principio de unidad y universalidad de la prestación que gobierna la seguridad social, reflejado en la normatividad que regula tales prestaciones.” (
) (Subrayado nuestro)
Vistos lo anteriores pronunciamientos, estima esta Sala que ellos son acertados; aunque es cierto que la pensión por incapacidad permanente que venia disfrutando el trabajador desde el 1° de noviembre de 1974 de manera provisional, fls. 140 y 141, y desde el 22 de mayo de 1978 en forma definitiva, fl. 143, tuvo su origen en un accidente de trabajo, que dichos riesgos, los profesionales, se encontraban regidos por su propia normatividad, ajena a la pertinente para los riesgos de I.V.M., que los aportes en uno y otro sistema se sufragaban de manera distinta y su administración también era diferente, no es menos cierto que dicha pensión y la de vejez, conforme a lo hasta ahora ilustrado, tienen un mismo objeto, el cual es el que determina la procedencia o no del pago simultaneo de ambos beneficios pensionales, el cual no es otro que proporcionar al afiliado que cumpla los requisitos exigidos por la ley, los medios para sufragar su subsistencia al momento de dejar el mercado laboral, sea por enfermedad o accidente de trabajo o por el paso inexorable de los años.

Y aunque en ocasiones anteriores, como la reseñada por el togado en sus alegatos de conclusión, fl. 6 del cuaderno de segunda instancia, esta Corporación ha accedido a lo aquí solicitado en acciones similares a la presente, tras un concienzudo estudio del tema, se llegó a la conclusión que era necesario rectificar dicho criterio en la forma en que estaba orientado, en aras de una adecuada administración de justicia acorde con la interpretación debida de las normas legales que rigen la materia y propugnando por una unidad jurisprudencial que diera seguridad jurídica a los administrados. 

Por lo anterior se llegó a la conclusión de que se ha de tener como cierto lo enseñado por la Jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, convenciéndonos el peso de sus argumentos, deviniendo ello en la confirmación de la sentencia de primera instancia, objeto de apelación.
 Costas en esta sede no se causaron.
Por lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia examinada. 

Costas en esta instancia no se causaron.

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta diligencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

(�) CSJ. Cas. Laboral. Sentencia de agosto 14 de 2002. M.P. Isaura Vargas Díaz 


[�]. CSJ. Cas. Laboral. Sentencia de noviembre 26 de 2008. M.P. Luis Javier Osorio López 





PAGE  
10
2

